
La sentencia Banesto y 
el Seguro de Responsabilidad Civil 

Las andanzas y dtesventuras de Don :\!ario y par­

te ele su ''equipo'' (no nos estamos refiriendo obvia­
mente al equipo ciclista de Ranesto qure tantos días 

de gloria proporcionó al deporte español) han sus­
citarlo abundantes y cáusticos comentarios de las 

numerosas tertulias de las cadenas radiofónicas 
del país, desplegando miles ele páginas en los pe­
riódicos Y' revistas, inclu;itmdo \'arias (\monografí­

as\; sobre el tema. Una primera sentencia por el lla­
mado caso (\/\rgentia Trush y· una segunda y elabo­
rada resolución judicial, la del caso 13anesro, que 
condena al Sr. Conde y algumts otl'as personas, 
que no merece la rcna identificar para los propósi­
tos de este comentario, por los delitos de apropia­

ción indebida y estafa en los varios ('negocioS\\ que 
emprendieron los ya condenados. [1 fin de esta his­
toria, de la que sin duda, seguirü hablcínclose du­

rante mucho tiempo más a medida que vayan deci­
diéndose todos los recursos judiciales que tendrían 
que presentarse, rlista mucho de haber acabado. 

P
ero acl"más, y estE: es el asp"cto que quere­

mos destacar, la sentencia de la Sección. Pri­
mera ele la Sala de lo Penal de la Audiencia 

"acional establee" en SU rallo que <<nO ha lugar 
a declarar la responsabilidad civil directa de 
AGF- La Unión y el Fénix, S. A.>>. 

Para cualquiera que no haya estado al corriente 

de este caso, recordemos que uno de los puntos 
que se planteaba era precisamente la posible 
condena como responsable civil directo del ase­
gurador que había suscrito <<la Póliza de 
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Responsabilidad Civil de Administradores 
Sociales y Altos Directivos del Banco Español 
de CréditO>>. l'sta modalidad ele Seguro, conocida 
internacionalmente como Seguro rle d)in~ctors 
and CJffic:ers Liability>~ (D & O en terminología 

aseguradora), equivalente a los cargos societarios 
antes mencionados, se cmpPzó a contratar con 
una cierta frecupncia en España a principios de 
los años noventa. tras la promulgación del Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades i\nrínimas que 

\'ino a modificar sustancialmente el régimen de 
responsaililirlad de los miembros de los Consejos 
de i\dministración, hast<J el punto de que la gnm 
m<Jyoría de I<Js müs importantes "ntidades espa­

ñolas, con independencia ele su personificación 
societariu, mantienen en vigor un contrato de se­
guro de esta naturaleza. 

P
ues bien, <ire.scendiendo a los aspectos ~stric­
tamente asegur<Jdores, este ttpo de poltzas 

ha provocado sin durla prolijas discusiones 
acerca del contenido de la cnberturr1 otorgada, de 
contornos un tanto difusos, pol(~micas sobre las 
prestaciones a cargo dPl asegurador y la aplica­
ción de los supuestos excluidos más típicos, que 

podrían llevar a pensar en un cierto vaciamiento 
del alcance del seguro y la consideración de las 
cláusulas definitorias y limitativas, especialmen­
te en el ámbito temporaL .. y todo ello en el esn'­
nario de la acción directa contra el !\segurador 

reconocida tanto en la Ley riel Contrato de Seguro 
como en el nuevo Código Penal, aderezado, como 
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último demento sazonador, con el controvertido 
tratamiento del dolor y las excepciones oponibles 
al perjudicado. 

e omo puede colegirse, se estarían abordando 
aspectos drc particular trascendencia asegu­
radora para otros posibles supuestos de na­

turaleza transgresora parecida: Las responsabili­
dades civiles por actuaciones calificadas de dolo­
t;as impuestas en el proceso penal a! ampar·o de 
los arts. 109 y siguientes. 

Sin embargo, la sentencia que comentamos no 
llega a tanto ya que toca estos extremos un tanto 
superficialmente, pues no debe olvidarse que se 
trata de un proceso penal en el que la cobertura 
del seguro no constituía el frente principal de es­
te controvertido caso. No obstante, sí pueden oh­
tenerse importantes conclusiones que suponen 
un primer pasu para la interpretación del alcance 

de esta modalidad de aseguramiento, con inde­
pendencia de valorar con una cierta pn,vención 
las conclusiones de esta primera sentencia hasta 
que no se hayan agotado todos los recursos qurc 
quedan pendientes. 

ANTECEDENTES 
---~--

Para situar muy brevemente los elementos tem­
porales de este seguro, de gran trascendencia en 
la resolución dictada, téngase en cuenta la si­
guiente secuencia según se desprende de la cita~ 
da sentencia: 

- Formalización ele la pólin: 12 de agosto de 
1993. 

- Cobertura retroacliva hasta comprender he­
chos o actuaciones reali7ados antr:s o duran­
te la vigencia de la póJi¿a, siempre que r:l 
asegurado no tuviera conocimiento con ante­
rioridad al ll de febrero de 1991 de cual­
quier incidente o circunstancia que pudiera 
dar lugar a una reclamaci<ín. 

- \\escisión de la póliza con techa 22 de marzo 
de 1994 (de todos modos hubiera quedado 
rescindida, -más bien extinguida- a su tér-
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mino natural de las cero horas del 14 de no­
viembre de 199-f). 

- La suma asegurada ascendió a 10.000 millo­
nes de pesetas por siniestro, procediéndose a 
una mayoritaria cesión de reaseguro a travé¡.; 
de los mercados internacionales que tradicio­
nalmente operan en esta modalidad. 

- El Tomador del seguro, como suele ser habi­
tual en este tipo dr: pólizas, era la Sociedad 
Ilane.sto, cuyos Consejeros o altos cargos asi­
milados adquieren la condición ele asegurados 
en cuanto a su propia responsabilidad perso­
nal como tales miembros del Consejo o apode­
rados, en su condición de Altos Directivos. 

OBJETO 
DEL CONFLICTO 

Como bien se apunta textualmente en la 
Sentencia, cda cuestión principal que ha sido ob­
jeto de este debate consiste en sí la referida pó­
liza daba cobertura a responsabilidades como 
las que se cleclaran en esta resolución y si las 
excepciones recogidas en las condiciones parti­
culares son oponibles frente al perjudicadO>>. 

Se inrrooucen de este modo elementos oe par­
ticular importancia en un doble plano: 

- La determinación de la cobertura por parte 
fiel seguro de las responsabilidades deriva­
das de la conducta de los ya condenados; to­
do ello en la órbita del propio conn·ato de se­
guro suscrito. 

- La oponibilidad de las excepciones frente al pe!' 
juclicado, cuestión que quizá presente un encaje 
más ge~<eral en el marco de la interpnetación 
del art. 76 de la Ley de Contrato ele Seguro. 

LA CONSIDERACIÓN 
DE GRAN RIESGO 

Los requisitos necesarios para que jugara esta 
apreciación de «Cran Riesgo" fueron introducidas 
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en la legislación vigente a través de la Ley 21/ 
1990 sobre adaptación al Derecho Español de la 
Directiva 88/357/CEE sobre ldibertad de servi­
cios de seguros distintos al d" vida y actualiza­
ción de la legislación ele seguros privados)). Se re­
ferían, a los efectos llél Seguro de Responsallili­
dad Civil qu" es el que nos ocupa, al cumplimien­
to de dos de los tres límites requeridos en cuanto 
a suma total de Balance, cifra neta de negocio y 
número medio de personas empleadas. Exacta­

mente Jos mismos criterios contemplados en el 
art 107.2 de las modificaciones introducidas en 
la Ley de Contrato de Seguro, a través en este ca­
so de la Disposición Adicional sexta de la Ley 30/ 
1995 de Ordenación y Supervisión de los Seguros 
Privados. 

A 
sumiendo, pues, que Banesto encajaba sobra­
damente en esta categoría de <(Grandes 
Riesgos)>, la consecuencia directa ele tal consi­

deración, en virtud de lo dispuesto en el art. ++ de 
la Ley de Contrato de Seguro, doblemente mollifica­
do en las Leyes citadas 21/1990 y 30/1995, es la no 
aplicación a los Contratos de Seguro de «C:randes 
Riesgos» de los preceptos imperativos r¡ue contür­
man la propia Ley de Contrato de Seguros. 

En otras palabras, la pólita de D & O suscrita 
por Banesto se mgía por las estipulaciones con­
tractuales de la propia póli:w en la que se pn~su­
me la presencia de un cierto equilibrio negocia! 
de las partes en atención a su naturaleza ele Gran 
Riesgo, singularidad que no merece la protección 
especialmente conferida en la Ley de Contrato de 
Seguro a los llamados seguros masa en los que 
asegurador y asegurado aparecen en un distinto 
plano contractual. 

LA DELIMITACIÓN 
TEMPORAL 
DE LA COBERTURA 

Con carácter general, no debe olvidarse que es­
ta modalidad de seguros se rige, en cuanto al ám-

!Jito temporal respecta por el denominado esque­
ma "claims made>>. De este modo, la póliza ampa­
raría las reclamaciones formuladas durante la vi­
gencia de la póliza, de una póliza suscrita, no se 
olvide, con ant,rioriclad a la modificación del art. 
73 de la Ley 50/80 introducida en la Ley 30/95. 

Aunque el hecho de suscribir una póliza 
<<claims made>> no implica necesariamente que 
haya de referirla a conductas activas u omisiones 
antenores al efecto de la póliza, la realidad es 
que actualmente, a la luz del citado art. 73, se 
exige un período de retroactividad que no puede 
ser inferior al año, especificación que todavía no 
había sido explicitada cuando se suscribió esta 
póliza. La col1ertura retroactiva se ciñó entonces 
a cualquiera actuacionns anteriores siempre que 
el asegurado no tuviera conocimiento antes de 
11-2-1991 de cualquier incidente o circunstancia 
que pudiera dar lugar a una reclamación. No se 
trata propiamente de una cobertura de las llama­
das de rf:troactividad ilimitada pero que sí condi­
ciona el conocimiento de las incidencias, aunque 
no de las actuaciones objeto r!e la cobertura. 

P
ues bien, la sentencia justifica que las actua­
ciones derivadas de alguna de las operacio­
nes enjuiciadas encajan en estos supuestos 

anteriores él la cobertura, en cuyo caso no puede 
declararse la responsabilidad de la Unión y el 
fénix, pues ya eran conocidas por los asegurados 
en las fechas indicadas, de modo que no se trata­
ría dE: las excepciones cont<,mplaclas en el art. 76 
de la Ley de Contrato de Seguro, sino simplemen­
te ele la delimitación temporal de la vigencia de la 
póliza establecida por las partes ele acuerdo con 
el principio de libertad de pacto del art. 1255 del 
Código Civil. 

Podría no obstante cuestionarse, como bien re­
salta la sentencia, si la delimitación temporal ele 
la cobertura que no se atenga al régimen general 
del art. 73 tiene carácWr ele cláusula limitativa 
cuando se trata de "Cran 1\iesgoll, pues, en el ca­
so de asunción voluntaria de la obligación de ase­
guramiento, el asegurador puede acotar temporal­
mente el alcance de su compromiso contractual. 
Sin embargo, si se reviste de tal consideración de 
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cláusula limitativa en caso de aplicación de la 
Ley de Contrato de Seguro. como expresamente 
se declara en el segundo púrral'o del art. 73 intro­
ducido en la última modificaci(Jn tras la denomi­
nada crisis del «claims made)). 

Por tanto, los hechos enjuiciados y en relacirín 
con las operaciones Cementeras, Carburos 
Metálicos y Locales Comerciales, a\gu nos dc: 
los asuntos por los que se enjuiciaba la conducta 
del Sr. Conde y parte de su equipo, discurren fue­
ra del alcance temporal del segum de la póli;a, 
por lo que no son objeto de cobertura. 

Sorprende sin embargo 

cuanto que se producil'ia una cierta inefeclividad 
de la acción directa formulada por el perjudicado. 

En efecto, dos excepcíones de entre las nume­
rosas exclusiones que contienen estas pólizas 
son traídas a colación: 

- La exclusión 4. 1.: Las n:clamaciones basadas 
en el hecho de que el asegurado haya obteni­
do un benel"icio o remuneración al cual no te­
nía derecho, aprovechándose de su cargo, 
aunque no h.:rya incurrido en ningún tipo de 
acción delictiva. 

- La exclusión 4.6.: Las reclamaciones surgi-
das dc: actos delictivos, 

que haga mención en la 
propia sentencia a la mo­
dificación del citado art. 
73 que tuvo lugar en no­
viembre de 1995 cuando 
los supuestos objeto del 
contencioso y la propia 
póliza de D & O eran ante­
riOJ·es a la Ley 30/9 5 que 
acogió esta reforma. 

Por tonto, los hechos enjuiciados y en relación 
con las operaciones Cementeras, Carburos 
Metálicos y Locales Comerciales, algunos 
de los asuntos por los que se enjuiciaba 

que sean fraurlulentos o 
dolosos por parte del ase­
gurado. 

Sobre la naturalt:za de 
las exclusiones como cláu­
sulas limitativas en rela­
ción con la inmunidad de 
la acción directa frente al 
asegurador y las excepcio­
nes que éste pueda oponer 

la conducta del Sr. Conde y parte 
de su equipo, discurren fuera del akance 

temporal del seguro de la póliza, 
por lo que no son objeto de cobertura. 

LAS EXCEPCIONES 
Sin embargo, como no todos los t'xpcedicntes por 

los que finalmente se condenó a los acusados en­
cajaban dentro de los confines tempora\t;s que 
amparaban esta póliza, se abonia también la co­
bertura de los negocios relacionados con el Centro 
Comercial Concha Espina y Oil Dor. Estos dos su­
puestos, por e\ contrario, sí tuvieron lugar dentro 
del período de vigencia clc: la póli!.il. ¿Cómo argu­
mentar, pues, la valoración de estas excepciones, 
en realidad exclusiones del seguro. en relación 
con su oponibilidad frc:nte a los perjudicados? 

E 
1 razonamiento del Magistrado Ponente es, 
desde nuestra modesta opinión, tan ingenio­
so como contundente para este tipo de póli­

zas pues puede llegar, de seguirse esta límoa, a 
obligar a replantearse el mecanismo empleado en 
la contratación de c:sta moclalidiid de seguro en 
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al asegurado, se podría 
continuar debatiendo sin llegar a una solucit'ln de­
finitiva alguna. Obviamente no es el momento de 
hacerlo y les remitimos a los comcnttlrios a la Ley 
de Contrato de St:guro ele Sánchez Calero. 
lgualrm,ntf: vacilante y hasta contradictorio ha sido 
el tratamiento de la conducta dolosa del asegurado 
en relacit'ln con la obligación de indemniLar al per­
judicado en el mismo marco de la acci(Jn directa. 

A 
milos conflictos interpretativos no parecen 
haber sido definitivamente rc;sucltos y plan­
tean serios problemas de comprensión en el 

mundo del seguro de responsa!Jilirlad civil cuan­
do se pretende explicar la relación existt:ntc en­
tre la inseguridad del dolo del art. 19 rle la Ley de 
Contrato de Seguro, el juego del pago de la in­
demnización y sucesiva repetición del art. 76 en 
el marco dc: la propia naturaleza aleatoria del 
Contrato de Seguro, en particular de los seguros 
no-olll igatorios. 
~o es nuestra pretensirín aportar claridad a este 

conflicto art. 76 de la Ley de Contrato pero sí re-



sumir las conclusiones ele la sentencra en el sen­

tido siguiente: 

- Estas exclusiones, en cuanto su consideración 
ele tales, tienen la naturaleza de cléÍusulas li­
mitativas, decisión ciertamente polémica. 

- Atendiendo al art. 3 ele la Ley de Contrato de 
Seguro, su aplicación viene condicionada a 

su aceptación específica por escrito por parte 
del asegurado y a su necesidad de ser desta­
cada de modo especiaL 

- Estas prescripciones han sido observadas en 
la póliza que, como ya se ha mencionado, se 
enmarca bajo el régimen de Cranrles Riesgos 
para los que según re.La la sentencia, <dncluso 
se ha discutido por la teoría de si el art. 3 de 
la Ley es aplicable al Seguro ele Grandes 

Eiesgos que excluye toda norma imperativall. 

En definitiva: estas excepciones, en cuanto 
riesgos excluidos o cláusulas de exonera­
ción, no pueden invocarse razonablemente 
por el perjudicado, Banesto, por la vía de la 
acción directa del art. 76, porque Banesto era 
precisamente el Tomador del Seguro de mo­
do que conocía perfectamente estas cláu­
sulas. 

S
i se acepta este argumento, torlas esta.s póli­
zas en las que el Tomador es la Sociedad cu­
yos Administradores Sociaks aseguran su 

Responsabilidad Civil personal verían en cierto 

modo frustrada, imaginamos que con gran alegría 
de los aseguradores y reaseguraclores, la posibili­
dad del ejercicio ele la acción directa por parte ele 

la Sociedad que, aunque no exclusivamente, sí 
acostumbra a ser el principal perjudicado por las 
decisiones ele sus Consejeros y Altos Directivos. 

De todos modos, este razonamiento admite cier­
tamente una seria oposición porque el tomador 
del seguro es efectivamente Banesto, pero la 

Sociedad actúa en este caso a través de sus pro­
pios órganos societarios, para concluir en defini­
tiva en el hecho de que quienes tienen conoci­

miento de estas circunstancias son personas físi­
cas. Flanesto como tal, desde nuestra opinirín, ni 
conoce ni deja de conocer; son los miembros de 
los Órganos de Gestión o el apoderado que suscri-

be la póliza quienes tienen conocimiento dre estas 

circunstancias son personas físicas. Banesto co­
mo tal, desde nuestra opinión, ni conoce ni deja 
de conocer, son los miembros de los (Írganos de 
c:estión o el apoderado que suscribe la póliza 
quienes pueden llegar a percibir todos estos ex­
tremos, pero el perjuicio causado a Banesto lo es 
a su patrimonio social, interés económico dañado 
que se extiende a otros perjudicados también 
afectados en este detnmento patnmonial alterado 

por la conducta de algunos de los Administrado­

res, cuya responsabilidad se invocaría al amparo 
de la propia acción social. 

Como punto final de este apartado, destaquemos 
que, con el fin de salvar este escollo, quizéÍ tengan 
que modificarse las prácticas aseguradoras actua­
les en las que la Sociedad es tomador de este tipo 

de seguro de forma que haya que buscar otro ele­
mento subjetivo del contrato que actúe como toma­

dor como puede ser el Presidente del Consejo ele 
i\dministración o quiz<Í el Secretario, que actuaría 
por cuenta de todos los asegurados restantes. 

LAS CLÁUSULAS 
((CLAIMS MADEll 

En la misma línea argumentada de que las ex­
cepciones oponibles fueron expresamente pacta­
das por Hanesto, se declara que esta cláusula de 
címbito temporal por la que se cubren las respon­

sabilidades por reclamaciones formuladas duran­
te la vigencia fueron asimismo ~<expresamente 
pactadas>>. 

De este modo, para que la cobertura entrara en 
juego, tales reclamaciones deberían haber sido 
notificadas durante la vigencia ele la póliza, que 

se resolvió por el asegurador con antelación a su 
vencimiento natural; es de suponer a la vista de 
lo que ya estaba sucediendo tras la intcrvención 
administrativa de Flanesto. Como no consta que 

se procediesre a la comunicacirín al asegurador 
antes de esta fecha, la sentencia concluye en que 
este último «puede oponer las cláusulas de deli-
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mitación temporal de la cobertura aceptadas es­
pecialmente por Banesto>>. 

Habría no obstante que resaltar que el concepto 
de 11reclamación», tal y como se concibe en las pó­
lizas, no se reduce solamente a la reclamación for­
mal como puede ser una demanda, un expediente 
administrativo o una peti-

ha definido este concepto en el punto anterior, 
que será asignada al período de seguro en que se 
localice la citada reclamación, con inclependencia 
del conocimiento ele otras comunicaciones o recla­
maciones posteriores en el tiempo pero que obe­
dezcan a una misma o igual conducta negligente 

que se exprese en un acto 
ción de resarcimiento ma­
nifestada a través de un 
documento estricto feha­
ciente, sino que goza de 
un mayor alcance y surte 
efectos importantísimos 
en cuanto a la determina­
ción de la fecha del sinies­
tro en el ámbito del perío­
do de cobertura del seguro. 

De este modo, para que la cobertura entrara 
en juego, tales reclamaciones deberían 

haber sido notificadas durante la vigencia de 
la póliza, que se resolvió par el asegurador 

con antelación a su vencimiento natural; 
es de suponer a la vista de lo que ya estaba 

sucediendo tras la intervención 
administrativa de Banesta. 

único o continuado. 
El hecho ele que sucesi­

vas reclamaciones, aun 
de diferentes perjudica­
dos, se conozcan en el 
curso de varios períodos 
de seguros no implica la 
acumulación de la suma 
asegurada por anualidad 

De este modo, la noción de reclamación, elemen­
to conceptual no definido en la Ley <le Contrato dte 
Seguro, se inscribe en las definiciones de la póliza 
en sentido similar al siguiente, junto con oteas 
cláusulas definitorias de gran relevancia: 

Reclamación 

- El procedimiento judicial o administrativo ini­
ciado contra un Asegurado como presunto 
responsable de un <laño cubierto por la póliza. 

- La comunicación fehaciente del Asegurado por 
parie de un tercero, perjudicado o no, de cual­
quier hecho o circunstancia de la que pudie­
ran derivarse ulteriores responsabilidades, 
con independencia de la fecha de presentación 
de una demanda o querella o de la apertura de 
un expediente administrativo sancionador. 

- La notificación realizada al asegurador por el 
propio asegurado de una circunstancia o he­
cho concreto que pudieran engendrar una re­
clamación formal o comunicación posterior 
de petición de resarcimiento. 

Fecha del Siniestro 

Se considerará como tal la del momento en que 
se conozca la primera reclamación, tal y como se 1 Gl 70•2000 

que, en todo caso, consti­
tuicá el máximo de responsabilidad por una mis­
ma o igual conducta negligente concreta. 

Unidad de Siniestro 

Se considerará como un solo siniestro el con­
junto de reclamaciones que se fundamenten en 
una misma o igual conducta negligente concreta 
por parte de los asegurados en el desempeño de 
su cargo, con independencia del número de per­
judicados y de la focma en que se ejercrte la ac­
ción de responsabilidad. 

En el supuesto de que se formule tal acción con­
tra varios asegurados o la totalidad de los mis­
mos, la responsabilidad de la Compar1ía nunca ex­
cederá del máximo de indemnización por sinies­
tro establecido en las Condiciones Particulares. 

CONSIDERACIONES 
FINALES 

Puede afirmacse que con esta sentencia se van a 
iniciar sucesivas interpretaciones jurisprudencia­
les sobre el alcance de esta modalidad de seguro 
cuyos condicionados, inicialmente malas traduccio­
nes de textos extranjeros, dejan mucho que desear. 
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R
estarán no obstante muchos puntos en los 
que la sentencia no entra y que continuarán 
siendo objeto de polémica como son la cober­

tura de los Gastos de Defensa Jurídica, Jos compor­
tamientos no dolosos de algunos administradores, 
desconocedores de conductas dolosas de otros, los 
supuestos de cobertura de la llamada por la doctri­
na responsabilidad-sanción, la prestación de fian­
zas carcelarias, las amplias y prolijas exclusiones, 
la propia consideración de per¡udtcado y, en fin, 
demasiados aspectos por dilucidar que es de espe­
rar vayan siendo despejados en próximas senten­
cias en las que se invoque al Seguro. 

Finalmente, resaltemos nuevamente que toda­
vía quedan por resolverse los recursos a esta sen-

tencia entre los que la cuestión del seguro de res­
ponsabilidad civil no es precisamente lo más 
trascendental; queda también pendiente el pleito 
civil sobre la validez de este contrato de seguro 
que, como se vio, se rescindió antes de su extin­
ción natural, aunque quizá fuera más preciso ha­
blar de una cuestión cte nulidad del seguro mejor 
que su rescisión, y, como último extremo, otro 
pleito civil en el que se plantearía el ejercicio de 
la acción social c!e responsabilidad del art. 134 de 
la Ley de Sociedades Anónimas. 

M 
uc:ho nos tememos, que sólo los más jóve­
nes lectores cte esta sentencia llegarán a 
conocer el resultado final de este complejo 

asunto. 

• 
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